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I.	ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA.



1.	Importancia creciente de los municipios.



	Hoy en día las municipalidades son cada vez más relevantes en la determinación de la vida cotidiana y las condiciones para una mejor calidad de vida de chilenos y chilenas. Ello es consecuencia de que tienen 6 funciones privativas y 13 compartidas con otros organismos de la Administración Estatal, manejan 21 subsidios sociales, son responsables de la educación del 60% de los niños chilenos y de la atención de salud primaria de aproximadamente el 50 % de la población, y son el único ente público presente en las 342 comunas del país. Son la principal "ventanilla" de acceso a los diversos servicios públicos y, en consecuencia, son el principal y más directo medio de relación entre los ciudadanos y el Estado.



	Además, de acuerdo a una serie de normas legales vigentes, particularmente en atención a las últimas reformas introducidas a las mismas, los municipios se hacen cargo de cuestiones tan relevantes como el fomento productivo, el apoyo al consumidor, la defensa del medio ambiente y, por convenios con los servicios públicos respectivos, del tema de igualdad de oportunidades de la mujer, del empleo y del desarrollo juvenil.



2.	Aumento de exigencias de los ciudadanos.



	Sin embargo, esta descripción de nuestra realidad municipal no estaría completa sin graficar la diversidad de las municipalidades chilenas y los contrastes que ella denota. El solo ejemplo de los ingresos propios de cada comuna, pone de manifiesto uno de los principales  ámbitos de la disparidad municipal.



		Por otra parte, la realidad del país es cada vez más exigente respecto de los servicios municipales, ya sea por cuestiones coyunturales, como catástrofes y emergencias, o por cambios más de fondo, como la creciente exigencia ciudadana de recibir mayores y mejores servicios del municipio en ámbitos como la salud, la educación, la vialidad, el desarrollo urbano, la seguridad pública, el aseo, entre otros.



		Este aumento de las exigencias ciudadanas sobre las municipalidades, sin embargo, no siempre está acompañado del esfuerzo de colaborar a su adecuado financiamiento, registrándose, en cambio, un alto grado de excepciones a dicho deber.



II.	PROPÓSITO GENERAL DE LA PRESENTE REFORMA.



1.	Disminuir las brechas financieras entre los municipios.



Lo descrito anteriormente da por sí mismo fundamento a la dirección de la presente reforma, en el contexto de las finanzas municipales, pues busca estrechar las brechas financieras entre los municipios del país y, por consiguiente, a equiparar la calidad de la oferta de servicios públicos locales entre los chilenos y afianzar la igualdad de oportunidades, contribuyendo a que el anhelo de que cualquiera sea el punto del territorio nacional en donde una persona viva, siempre tendrá acceso a servicios públicos de calidad. 



2.	Cumplimiento del compromiso asumido por el Gobierno con Asociación de Municipalidades.



		También, mediante la presente iniciativa de ley, el Gobierno da cumplimiento al compromiso asumido con la Asociación Chilena de Municipalidades, en orden a impulsar las necesarias reformas en lo que dice relación a las finanzas municipales.







3.	Objetivo central de la iniciativa.



		Es en este contexto, que se somete a la Honorable Cámara de Diputados, un proyecto de enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, a la Ley de Rentas Municipales y a la Ley sobre Impuesto Territorial. 



		Sus objetivos centrales pueden sintetizarse en los siguientes enunciados genéricos: incremento de los ingresos municipales y mayor equidad en la redistribución solidaria de los recursos.



IV.	MODIFICACIONES A LA LEY Nº 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL.



1.	Aplicación efectiva de la tasa permanente del impuesto territorial.



Respecto del Impuesto Territorial, el proyecto propone aumentar la tasa del 1,4% anual que pagan actualmente todas las propiedades con destino no habitacional y las habitacionales con avalúo superior a $ 25.000.000 del 1º de julio de 1995. Esta medida permitirá incrementar los ingresos directos de los municipios y del Fondo Común Municipal, reforma que no hace más que asegurar que la aplicación de la tasa fijada en las normas permanentes de la Ley sobre Impuesto Territorial, efectivamente se aplique a partir del próximo año.



2.	Racionalización en la aplicación del avalúo exento del impuesto territorial.



Asimismo, se propone para los efectos de racionalizar las exenciones al impuesto territorial, suprimir la exención general habitacional de $ 7.000.000 al 1º de julio de 1995, respecto de bienes raíces con un avalúo fiscal superior a $ 25.000.000 al 1º de julio de 1995, manteniendo esta franquicia para todos los inmuebles que tengan un avalúo inferior a dicho monto. Con ello se busca cumplir más adecuadamente el principio de esta exención, en cuanto está dirigida a beneficiar a las propiedades de más bajos avalúos, o dicho de otra forma, a focalizar la exención en aquel segmento de la población de menores ingresos.



Finalmente, y sin perjuicio de lo anterior, durante el trámite legislativo de la presente iniciativa, vía indicación, se propondrán mecanismos en orden a que los municipios puedan reducir, al amparo de la ley y dentro de ciertos rangos,  los montos exentos de impuesto territorial, por la vía de incentivar la concertación entre los municipios y los vecinos para efectos de aumentar los ingresos municipales que permitan financiar obras de desarrollo local.



V.	ENMIENDAS EN MATERIA DE PATENTES COMERCIALES E INDUSTRIALES.



1.	Importancia como ingreso municipal y su alta concentración en escasos municipios.



Actualmente, las patentes comerciales e industriales representan el 7% del total de ingresos del sistema presupuestario municipal y son, en importancia, el segundo ingreso propio permanente con el que cuentan los municipios para gestionar el desarrollo económico, social y cultural del territorio que administran. Por su parte, los recursos recaudados por este concepto están altamente concentrados. De hecho, sólo cuatro municipios, esto es, el 1,1% de todos ellos, captan el 37% del total de tales recursos a nivel nacional.



2.	Necesidad de mayor equidad en el pago de patentes municipales.



Por otra parte, la recaudación por patentes deriva en un alto porcentaje del tributo que pagan pequeños y medianos comerciantes e industriales y profesionales que ejercen libremente. En las condiciones actuales, el tope máximo para el pago de la patente municipal de 4.000 Unidades Tributarias Mensuales anuales, afecta a todas las empresas cuyo capital propio sea menor o igual a unos 20.600 millones de pesos (según UTM de enero de 1999). Caen en este tramo, todos los contribuyentes enunciados y quedan fuera un potencial de recaudación de unas cuatrocientas grandes empresas con sede en más de una comuna, que demandan servicios municipales sin retribución vía impuestos locales y que representan capitales propios sustancialmente mayores, pagando una patente máxima anual de 103 millones de pesos. Ello evidencia la regresividad del tributo.



Además, cabe tener presente que son precisamente las grandes empresas quienes más demanda de servicios requieren de las municipalidades, tanto en las comunas sede de su casa matriz como en aquéllas en donde funcionan sus sucursales. Sin embargo, no se compadece el costo municipal por tales servicios, con el monto que dichas empresas pagan por concepto de patentes.



En consecuencia, para subsanar la concentración de este impuesto municipal y para propender a una mayor equidad tributaria, es que se propone aumentar a 8.000 UTM el tope máximo anual a cobrar por concepto de patentes municipales.



VI.	EL FONDO COMÚN MUNICIPAL.



1.	Alta concentración de los recursos financieros municipales.



Los recursos municipales se caracterizan por tener una alta concentración, replicando la alta desigualdad en la distribución del ingreso de nuestro país. Ello se debe, fundamentalmente, a que las bases tributarias están concentradas territorialmente.



En efecto, el 69% de todos los ingresos municipales se concentra sólo en el 10% de los municipios chilenos, mientras que el 72% de la recaudación por impuesto territorial y patentes comerciales, se concentra en el mismo porcentaje de comunas.	Incluso, en 1997, sólo 5 comunas representaban el 35% del total de ingresos municipales, el 40% del impuesto territorial, el 37% de las patentes comerciales y el 24% de los permisos de circulación, teniendo un ingreso per cápita 5 veces el promedio nacional y 22 veces superior al del 10% de los municipios de menores ingresos.



2.	El Fondo Común Municipal como mecanismo solidario de cooperación intercomunal.



Esta alta concentración de los ingresos municipales explica y justifica la existencia del Fondo Común Municipal. Este es un mecanismo solidario de cooperación intermunicipal, que ha tenido una gran relevancia histórica, en orden a alcanzar mayores grados de equidad en los recursos de que hoy disponen las municipalidades.



3.	Necesidad de perfeccionamiento del Fondo Común Municipal.



No obstante lo anterior, este mecanismo perfecciona esta iniciativa legal, con el fin de resolver ciertos problemas vinculados con su equidad, eficiencia y eficacia.



a.	El objetivo de mayor equidad.



En efecto, actualmente el objetivo de equidad perseguido con la creación del Fondo Común Municipal, se ha complementado en el tiempo con objetivos de eficiencia y emergencia. La multiplicidad de objetivos que componen el actual diseño del fondo, ha distorsionado el fin principal del instrumento. Incluso, en algunos casos, genera un menor efecto en la búsqueda de equidad. Así, hoy en día un 90% del fondo se distribuye por diversos factores de vulnerabilidad. El 10% restante se entrega por criterios de eficiencia y emergencia.



La propuesta de rediseño del Fondo Común Municipal concentra el objetivo de dicho fondo en el componente de equidad, puesto que reparte casi la totalidad de sus recursos en función de la capacidad de generar ingresos y de la condición de mayor vulnerabilidad de las comunas. Complementariamente,  se suprime el componente de emergencia, tal como está concebido actualmente, sustituyéndolo por uno que permita cubrir sólo problemas específicos de liquidez financiera. Al mismo tiempo, se elimina el actual componente de eficiencia del Fondo, reemplazándolo por uno destinado a este objetivo, cuya forma de integración y distribución se determinará en la ley. Los cambios anteriores permitirán mejorar la eficacia del instrumento.



b.	Situación de las comunas más pequeñas.



Al mismo tiempo, la propuesta también asume y considera el caso especial de las comunas más pequeñas, las que generalmente presentan una situación de dificultad mayor que el promedio nacional, y para las cuales los recursos obtenidos en forma autónoma no permiten el normal desempeño de sus funciones esenciales.



Para este efecto, se establece que un 2% del Fondo debe ser repartido sólo entre los municipios con menos de 5.000 habitantes, alcanzándose, de esta forma, mayores grados de equidad que la situación actual. Al efecto, cabe hacer notar que casi la totalidad de las comunas favorecidas con este criterio, pertenecen a las regiones extremas de nuestro país o son comunas de una alta complejidad territorial. Por ello, la propuesta resulta, además, congruente con el esfuerzo nacional de fortalecimiento de las zonas aisladas, territorios insulares y comunas de fronteras interiores.



Uno de los impactos de este rediseño es que se alcanzará una mayor redistribución de los recursos del 10% de las municipalidades de mayores ingresos hacia las del 30% de menores ingresos, incrementando la equidad de las finanzas municipalidades.



c.	Desequilibrio en el aporte de los municipios al Fondo.



En la actualidad, el esfuerzo efectivo de los municipios al financiamiento del fondo es bastante heterogéneo, puesto que todos los municipios deben aportar un mismo porcentaje de los recursos obtenidos por permisos de circulación e impuesto territorial, independientemente del nivel de ingresos de cada comuna.



Por otra parte, existen importantes diferencias respecto a los ingresos provenientes por patentes comerciales.  



En efecto, en primer lugar, hoy sólo cuatro comunas realizan aportes al Fondo por este concepto y, además, con tasas diferenciadas. En segundo lugar, el aporte efectivo al Fondo, es decir, el aporte que el municipio realiza menos lo que recibe, no siempre está ordenado de acuerdo a un principio de equidad, puesto que los criterios para aportar son diferentes de los existentes para recibir.



Al efecto, la propuesta pretende definir un mismo mecanismo para determinar si un municipio debe ser aportante o receptor del Fondo y para calcular las tasas de aporte para las comunas que resulten aportantes y las tasas de recepción para las que resulten receptoras. En el caso de los municipios aportantes, cada uno de ellos deberá hacer una contribución al Fondo en un mismo porcentaje de los mayores recursos que tiene respecto del promedio de la situación nacional dada su situación de vulnerabilidad específica.



d.	Se incrementa esfuerzo redistributivo intercomunal.



De esta forma, el esfuerzo de cada municipio aportante estará relacionado con sus mayores recursos en forma equitativa. La tasa de aporte de cada municipio será igual para cada impuesto que conforma el Fondo. Así, cada municipio aportante realizará aportes provenientes de la recaudación del impuesto territorial, de los permisos de circulación y también de las patentes comerciales. Adicionalmente, todos los municipios aportantes entregarán el 50% de los recursos recaudados por el impuesto a la transferencia de vehículos usados.



En la actualidad, el aporte promedio de los municipios al Fondo alcanza a un 57% de sus ingresos propios. Sin embargo, con el objetivo de  incrementar el esfuerzo redistributivo intermunicipal, el cálculo de la tasa de aporte de cada municipio aportante aumenta en una tasa del 60% sobre sus ingresos propios.



En el caso de los municipios que resulten receptores del Fondo, recibirán de éste un monto proporcional a su menor capacidad de generar ingresos y su vulnerabilidad comunal. Habrá, además, por razones de simplificación administrativa, un pequeño rango de comunas que no aportarán ni recibirán recursos del Fondo, pues los montos involucrados son muy escasos.



e.	Simplificación en la administración del Fondo.



Esta propuesta permitirá, además, simplificar la administración del Fondo y darle a las municipalidades incentivos similares para la administración de los diferentes tributos locales.



Además, se incorpora una definición de ingresos propios más equitativa respecto al objetivo del Fondo. Ahora sólo se consideran los ingresos provenientes de los impuestos que definan el aporte al Fondo Común Municipal. Estos dan cuenta de la mayor concentración de los ingresos municipales en pocas comunas del país. La propuesta elimina de esta definición ingresos vinculados a servicios municipales, que sólo financian el costo de prestarlos, tal como el caso de los ingresos por servicios de aseo.



f.	Racionalización y rediseño del Fondo.



En la actualidad, uno de los problemas en el diseño del Fondo dice relación con la forma de aportar y recibir recursos de éste. 



Resulta altamente ineficiente que sobre un 40% de los recursos del actual Fondo Común Municipal, sea finalmente devuelto a los propios municipios aportantes. Ello genera mayores costos de administración, doble contabilidad y un rezago entre el momento de obtener los recursos y el momento en que efectivamente se dispone de ellos.



En atención a lo señalado, la propuesta plantea una modificación que permita resolver esta situación, sobre la base que sólo aporten al fondo los municipios que tengan mayores recursos disponibles respecto de su grado de vulnerabilidad, mientras que sólo los municipios de mayor vulnerabilidad y menor capacidad de generar ingresos, sean los que reciban aportes del fondo, sin tener que entregar simultáneamente recursos a él.



En la actualidad, el efecto neto del Fondo Común Municipal está dado por los aportes que debe hacer cada municipio a su financiamiento, menos la recepción de recursos de éste.  



De esta forma, aunque todos los municipios son aportantes y receptores del Fondo, algunos sólo son receptores netos de éste y otros aportantes netos.



El rediseño propuesto permitirá definir si un municipio debe ser aportante o receptor neto. Para su determinación, se calcula un Indice de Ordenamiento que permite identificar esta condición. El Indice de Ordenamiento se basa en los mismos criterios de aporte y recepción del Fondo Común actual, pues se calcula a partir de la diferencia entre un índice de ingresos propios, muy similar al vigente, y un índice de vulnerabilidad comunal, medido por variables económicas, sociales y de población, todas las cuales se están utilizando en el actual sistema de cálculo del fondo común municipal.



De esta forma, el rediseño propuesto permitirá racionalizar el Fondo Común Municipal de tal forma que no afecte mayormente las finanzas de los municipios chilenos, pues se basa en criterios similares a los contenidos en el actual Fondo Común Municipal. 



g.	Incentivos a la generación de recursos propios.



La presente iniciativa legislativa simplificará el proceso de asignación de los recursos y, por lo tanto, los hará más eficiente. En efecto, incorpora fuertes incentivos a la mayor parte de los municipios del país en la generación de recursos propios, puesto que más del 80% de las comunas de Chile no serán aportantes al Fondo Común Municipal, siendo la totalidad de la recaudación de sus impuestos para su propio beneficio.  Por otra parte, para el caso de los municipios receptores del fondo, se define que la totalidad de los recursos recaudados por estos municipios sean de beneficio de la propia municipalidad. Con ello se busca mejorar la recaudación de sus recursos tributarios.



Por otro lado, en la mayoría de los municipios aportantes, las tasas de aporte al Fondo del impuesto territorial y de los permisos de circulación, se verán considerablemente reducidas con respecto a la situación actual, generando importantes incentivos a una mayor y más eficiente recaudación de estos.



h.	Necesidad de un mecanismo de Estabilización Financiera para el Fondo.



Finalmente, cabe destacar que en la actualidad, el Fondo Común Municipal no cuenta con un mecanismo adecuado para resolver problemas graves de reducciones de recursos financieros en municipios específicos, ya sea por razones vinculadas a las modificaciones del propio Fondo o atribuibles a otros factores externos. Un ejemplo de ello es la situación presentada con la distribución del Fondo Común Municipal en 1999, que afectó a 139 municipios, sin que el propio Fondo contemplara algún mecanismo efectivo para atenuar esta situación.



Por ello, la propuesta define un componente del Fondo para Estabilización Financiera, que corresponderá anualmente al 3% de los recursos del Fondo Común Municipal, destinado a reducir los impactos coyunturales que se presenten en las finanzas municipales. 



En aquellos casos en que estos recursos sean mayores a los necesarios para resolver las situaciones deficitarias, se propone que los recursos excedentarios se incorporen a la parte del 95% del Fondo.



i.	El Fondo de Eficiencia en la Gestión Municipal.



Para el Gobierno constituye un objetivo indispensable alcanzar mayores niveles de eficiencia en la gestión municipal. El Gobierno percibe el logro de este objetivo como una tarea que se debe apoyar y fomentar. En tal sentido, el proyecto creará un nuevo Fondo de Eficiencia en la Gestión Municipal, cuya forma de integración y distribución se definirá en la ley.



VII.	RESIDUOS SÓLIDOS.



1.	Alcance de la función municipal de aseo. 



La Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades establece como función privativa del municipio, el aseo y ornato de la comuna, sin diferenciar aspectos comerciales, industriales o domésticos asimilables.



Por otra parte, en el Código Sanitario se establecen las atribuciones y obligaciones sanitarias de las municipalidades.  En su párrafo III, artículo 11, letra b), se estipula que "corresponde a las municipalidades recolectar, transportar y eliminar por métodos adecuados, a juicio del Servicio de Salud, las basuras, residuos y desperdicios que se depositen o produzcan en la vía urbana".



Por último, el Decreto Ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, cuyo objetivo principal es generar recursos para el financiamiento de los municipios, establece, entre otras materias, el cobro por el servicio de aseo domiciliario que presta el municipio, ya sea en forma directa o a través de terceros, identificándolos como un "derecho de aseo".



Como se puede apreciar, existe concordancia entre los distintos cuerpos legales que reglamentan esta función privativa del municipio. Al efecto, cabe hacer notar que el municipio es el encargado de la extracción de basuras, residuos y desperdicios que se produzcan o que se depositen en la vía pública.



2.	Necesidad de reglamentar función municipal de extracción de residuos.



En consecuencia, dado que los municipios tienen obligación de retirar no sólo los residuos domésticos o asimilables sino todos los residuos que se depositan en las vías públicas de la respectiva comuna, corresponde reglamentar su extracción y disposición, la forma de cobro del servicio prestado por el municipio, las regulaciones y autorizaciones para que operen terceros en el territorio comunal, entre otras materias.



3.	Inserción de función de extracción de residuos en institucionalidad propia de servicios de utilidad pública.



El propósito de la reforma en esta materia, es desarrollar en el largo plazo una institucionalidad del sector, basada en el tratamiento del mismo, como la provisión de un servicio básico de utilidad pública. En este sentido, el sector "Residuos Sólidos" no sería diferente al resto de los servicios de utilidad pública, debiendo evolucionar su institucionalidad hacia la homogeneidad con el resto de los servicios de utilidad pública, como los servicios sanitarios, el sector eléctrico o de la telefonía y las telecomunicaciones.



4.	Necesidad financiera de enmiendas al régimen de extracción municipal de residuos sólidos.



Asimismo, en el corto plazo, el objetivo de generar mayores recursos para el financiamiento de los municipios, impone la necesidad de introducir un conjunto de modificaciones en el ámbito de los Residuos Sólidos Domiciliarios, que permitan, entre otras finalidades:



a.	Disminución de déficit financiero de municipios en materias de aseo.



Disminuir y eliminar, dentro de lo posible, el déficit que presentan los municipios en el financiamiento de los servicios de aseo.



b.	Perfeccionamiento de procedimientos de cobranza.



Perfeccionar el sistema de cobranza implementado por las municipalidades, generando las condiciones que aseguren que los municipios cobren y que los usuarios efectivamente paguen el servicio que se les presta.



c.	Conformación de las bases de una futura institucionalidad del sector.



Los dos objetivos de corto plazo enunciados, deben ser compatibles con el sentido de la institucionalidad bosquejada y, simultáneamente, ayudar a la evolución del sector; es decir, deben constituir señales en la dirección que se le quiere imprimir al sector en el largo plazo.



5.	Los cambios que se proponen.



En lo concreto, los cambios que se proponen dicen relación con lo siguiente:



a.	Definición de "residuos sólidos domiciliarios".



En primer lugar, se incorpora el concepto de residuos y define qué se entiende, para efectos de esta ley, por "residuos sólidos domiciliarios".



b.	Se obliga asumir costo de contaminación.



A todos los usuarios del servicio se les cobrará, bajo el principio "el que contamina paga".



c.	Facultad privativa del municipio para eximir pago de tarifa de aseo.



Sin perjuicio de lo anterior, se propone que sea facultad del municipio otorgar exención parcial o total del pago de la tarifa de acuerdo a condiciones objetivas y generales (por ejemplo, aplicación de la Ficha CAS II) y, por lo tanto, sea el municipio quien subsidie.



d.	Monto de la tarifa con relación a costos reales de producción del servicio.



El valor a cobrar por el servicio debe cumplir con condiciones económicas de una tarifa o precio, o tienda a ello, con relación a los costos de producción del servicio. A la vez, la forma de tarificar debe cumplir o tender a cumplir con principios ambientales y económicos, es decir,  que las tarifas se conviertan en incentivos y señales para la minimización y la responsabilidad en la generación de residuos. Al efecto, se propone reglamentar las condiciones generales mediante las cuales se fijarán las tarifas, teniendo en consideración la realidad particular de cada comuna.



e.	Periodicidad del cobro.



Al igual que el resto de los costos fijos de mantención de una casa, se considera necesario estipular la periodicidad en la fijación de tarifa por parte del municipio, del cobro del servicio y de los pagos de éste. Respecto a la periodicidad de la cobranza, se estima pertinente otorgar facultad al municipio para su fijación.



f.	Disminución del volumen de residuos domiciliarios considerado usual y ordinario.



Para efectos de fijar una tarifa "normal", se propone una disminución en el volumen considerado usual y ordinario de recolección de residuos domiciliarios (actualmente es de 200 litros promedio diario), en función de la generación per capita y del tamaño medio del grupo familiar, en donde se considere, además, la extracción de residuos domésticos voluminosos.



g.	Facultad de sobreproductores para contratar el servicio con terceros.



Respecto de los sobreproductores de residuos (comercio, industria, etc.), se mantiene la posibilidad de que éstos contraten el servicio directamente con terceros. Pero se agrega que estos últimos deben ser recolectores que cumplan con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas de la municipalidad respectiva. 



h.	Fiscalización de intervención de terceros en prestación del servicio.



Al mismo tiempo, el municipio debe conocer el lugar específico de depósito final, para evitar la proliferación de basurales clandestinos. Para tal efecto, tanto la empresa recolectora autorizada como el sobreproductor, deberán exhibir al municipio respectivo un contrato notarial con algún sitio de disposición final, autorizado por las autoridades pertinentes. Lo anterior trata de facilitar la labor fiscalizadora del municipio. Por tanto, la empresa autorizada para la recolección, así como la empresa sobreproductora, deberán llevar un registro de sus operaciones con datos de cantidades generadas, periodicidad de recolección, origen y destino de los residuos generados, visados por el receptor de disposición final.



i.	Procedimiento efectivo de cobranza de la tarifa de aseo.



Como mecanismo más efectivo para la cobranza del derecho, se obliga al municipio a cobrar, haciendo uso de las mismas herramientas que la ley de Rentas Municipales  le otorga en su artículo 47, pudiendo contratar la cobranza con terceros, que puede ser la misma empresa recolectora. Del mismo modo, se mantiene el mecanismo que posibilita el cobro a través del Servicio de Impuestos Internos, en el marco de la aplicación del impuesto territorial. Asimismo, se mantiene la fórmula que permite cobrar a quienes estén afectos a pago de patente municipal, la tarifa de aseo conjuntamente con dicha patente.



Por consiguiente, en mérito de las consideraciones precedentes, vengo en someter a la consideración de esa H. Corporación, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente:







P R O Y E C T O   D E   L E Y:







"Artículo 1°.-	Reemplázase los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por los siguientes:



	"Para garantizar el cumplimiento de los fines de las municipalidades y su adecuado funcionamiento, existirá un mecanismo de redistribución solidaria de los recursos financieros entre las municipalidades, denominado Fondo Común Municipal.



	El fondo se conformará sobre la base del aporte progresivo de aquellas municipalidades, que presenten mayores recursos propios, atendiendo también a su grado de vulnerabilidad. La vulnerabilidad comunal se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas, que afectan su capacidad de generar ingresos y la demanda de bienes y servicios públicos locales. Los municipios con menor capacidad para generar ingresos propios y más vulnerables sólo serán receptores del fondo.



	Los recursos que se considerarán para efectos de conformar este fondo, serán establecidos en la Ley de Rentas Municipales. La misma ley establecerá los criterios y normas para determinar la capacidad de generación de ingresos de los municipios, la vulnerabilidad comunal, las comunas que serán aportantes del fondo y la cuantía de dichos aportes; así como los criterios de participación y de distribución de dicho fondo.".



Artículo 2°.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:



	1)	Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:



			"Artículo 6°.-	El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna. 



			Para efectos de esta ley, se considerará residuos sólidos domiciliarios a las basuras de carácter doméstico generadas en viviendas y en toda otra fuente cuyos residuos presenten composiciones similares a los de las viviendas.".



	2)	Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:



			"Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. El alcalde, con acuerdo del concejo municipal, determinará el número de cuotas en que se dividirá dicho cobro, así como las fechas de vencimiento de las mismas.



			Cada municipalidad fijará la tarifa sobre la base de un cálculo que considere tanto los costos fijos como los costos variables del servicio. Las condiciones generales mediante las cuales se fijará la tarifa de aseo, se estipularán en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, visado por los Ministerios del Interior y Secretaría General de la Presidencia.



			Las municipalidades podrán rebajar, a su cargo, una proporción o la totalidad del pago de la tarifa a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores estipulados en el reglamento. En todo caso, las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo establezca la ordenanza municipal respectiva.



			El monto real de la tarifa de aseo, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior a su puesta en vigencia, regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a variaciones objetivas en los ítems de costos y según lo establezca el reglamento, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una vez en un lapso de doce meses.".



	3)	Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:



			"Artículo 8°.- Las tarifas a que se refiere el artículo anterior, corresponden a las extracciones usuales y ordinarias de residuos sólidos domiciliarios. Se entiende por extracción usual u ordinaria, la que no sobrepasa un volumen de sesenta litros de residuos sólidos domiciliarios de promedio diario.



			Para los servicios en que la extracción de residuos sólidos domiciliarios exceda el volumen señalado en el inciso anterior y para otras clases de extracciones de residuos que no se encuentren comprendidas en la definición señalada en el artículo 6°, las municipalidades fijarán el monto especial de los derechos por cobrar, cuando sean éstas quienes provean el servicio. La vigencia de estas tarifas se sujetará también al plazo y condiciones señalados en el inciso final del artículo anterior.



			En todo caso, las personas naturales o jurídicas que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, podrán optar por contratar con terceros los servicios de extracción y transporte de sus residuos sólidos, en conformidad con las reglamentaciones sanitarias y ambientales, y las ordenanzas municipales. En éstas deberá incluirse la obligatoriedad de presentar a la municipalidad respectiva un contrato privado, autorizado ante notario, para la disposición final de los residuos.".



	4)	Modifícase el artículo 9° de la siguiente forma:



			a)	Sustitúyense los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:



				"La municipalidad cobrará directamente la tarifa de aseo que corresponda a los propietarios de los establecimientos y negocios en general, gravados con patentes a que se refiere el artículo 23, en conformidad a lo establecido en el artículo 8°, incisos primero y segundo, la que deberá enterarse conjuntamente con la respectiva patente.



				Respecto de un mismo usuario, la municipalidad deberá optar, para efectuar el cobro del derecho de aseo, sólo por uno de los conceptos autorizados por esta ley.".



			b)	Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:



				"En todo caso, habiéndose determinado a los usuarios del servicio afectos al pago de la tarifa de aseo, las autoridades municipales velarán por el cumplimiento diligente de su cobranza."



	5)	Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión "cuatro" por "ocho".



	6)	Reemplázanse los Títulos V y VI, por los siguientes:



"Título V



Del Fondo Común Municipal



Artículo 35.-	Los recursos que se considerarán para efectos de conformar el Fondo Común Municipal, serán los provenientes del impuesto territorial, del derecho por permiso de circulación de vehículos, de las patentes municipales de los artículos 23 y 32 de la presente ley, del artículo 140 de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, del impuesto por transferencia de vehículos usados y del aporte fiscal. El reglamento determinará la forma cómo se recaudarán estos recursos, en los casos que corresponda, y el procedimiento que se utilizará para incluirlos en el Fondo.



	Para los efectos de determinar la calidad de municipio aportante al Fondo Común Municipal, según se dispone en el artículo 12 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se aplicará un Indice de Ordenamiento de las comunas, el cual se obtendrá teniendo en cuenta las siguientes variables:



	a)	Capacidad de Generación de Ingresos Propios. Corresponderá a la razón entre el promedio del ingreso propio de cada municipalidad en los últimos tres años y el promedio del total de ingresos propios percibidos por todas las municipalidades del país durante el mismo período. Para este efecto, se entenderán como ingresos propios los generados por concepto de permisos de circulación, patentes municipales indicados en el inciso primero de esta norma, impuesto territorial e impuesto por transferencia de vehículos usados.



		Los últimos tres años corresponderán a los inmediatamente anteriores al año del cálculo.



	b)	Vulnerabilidad Comunal. Se entenderá como aquellos factores estructurales de las comunas que afectan su capacidad de generar ingresos, utilizando como indicador los predios exentos de impuesto territorial, el tamaño de la población y la pobreza comunal. Para su cálculo se considerarán las siguientes ponderaciones:



		1)	Un 20% con relación a la pobreza relativa de las comunas, medida por él o los indicadores que establezca el reglamento.



		2)	Un 30% con relación directa a la población de cada comuna, considerando para su cálculo la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo respectivo. En ningún caso podrán considerarse con población flotante aquellos municipios con un ingreso per cápita superior al promedio nacional, para cuyo efecto sólo se considerarán las cifras oficiales de población.



		3)	Un 50% en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos en el país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna con relación al total de predios de ésta.



			Para el cálculo de esta variable, se considerarán como predios exentos todos aquellos que estén comprendidos en el monto exento a nivel nacional establecido en la Ley N° 17.235, independientemente de haberse ejercido la facultad municipal de rebajar dicho monto exento.



	Para cada comuna del país, el Indice de Ordenamiento se calculará por la diferencia entre la Capacidad de Generación de Ingresos y la Vulnerabilidad Comunal, utilizándose, al efecto, sólo cifras oficiales. Para la construcción del índice resultante, el guarismo final se multiplicará por 10.000.



Artículo 36.-	Sólo aportarán al Fondo las comunas que presenten un índice de ordenamiento mayor o igual a la unidad (1), y por los siguientes conceptos:



	1)	Un 50% del impuesto de transferencia de vehículos usados.



	2)	La tasa que resulte de aplicar el 60% de la resta entre la unidad (1) y la razón entre la vulnerabilidad comunal y la capacidad de generar ingresos propios. Esta tasa se aplicará sobre el cien por ciento de la recaudación total del impuesto territorial, de las patentes comerciales y de los permisos de circulación de vehículos motorizados.



	Para los efectos previstos en el numeral 1), se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza, con un mínimo del valor de tasación a que se refiere el artículo 12 de la presente ley. El pago del derecho se efectuará en cualesquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen e inscriban la transferencia respectiva, deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.



Artículo 37.-	El Fondo Común Municipal se distribuirá sobre la base de la siguiente fórmula:



	1)	El noventa y cinco por ciento del Fondo se distribuirá sólo entre los municipios que presenten un Indice de Ordenamiento menor o igual a -1, y de manera proporcional a dicho índice.



		El coeficiente de distribución correspondiente a cada comuna receptora de esta parte del Fondo, será el valor absoluto de la división entre el Indice de Ordenamiento de la comuna y la suma de todos los índices de ordenamiento de las comunas receptoras de dicho Fondo.



	2)	El dos por ciento del Fondo se distribuirá por partes iguales entre las comunas con menos de 5.000 habitantes para los efectos de consolidar un rango mínimo de operación de tales municipios. Para el cálculo del número de habitantes por comuna, se considerarán las cifras oficiales.



	3)	El tres por ciento del Fondo se distribuirá entre aquellas comunas que presenten requerimientos de estabilización financiera de acuerdo a los criterios y normas establecidos en el reglamento respectivo. El cálculo de dichos requerimientos se hará anualmente mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. De resultar el total de dichos requerimientos inferiores al 3% del Fondo, el remanente acrecerá al 95% establecido en el punto 1) del presente artículo.



	Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior, se determinará cada tres años el Indice de Ordenamiento, las tasas de aporte al Fondo Común Municipal, los coeficientes de distribución del 95% del Fondo y las comunas beneficiarias del 2%. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas por población flotante.









Título VI



Del aporte fiscal



Artículo 38.-	El aporte fiscal al Fondo Común Municipal se determinará anualmente como una suma global en la Ley de Presupuestos del Sector Público.".



	7)	Reemplázase en el N° 5 del artículo 41, la conjunción copulativa "y" por la  conjunción disyuntiva "o".".





Artículo 3°.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1° transitorio de la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:



	1)	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "catorce por mil anual" por "quince por mil anual".



	2)	Agrégase, en el inciso quinto, la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido (.): "El avalúo exento de $7.000.000.-, antes señalado, se aplicará a todas las propiedades con destino habitacional que tuvieren, al 1° de enero de 1995, un avalúo total de hasta $25.000.000.- Este monto se reajustará a contar del 1° de enero de 1995, en la forma indicada en el artículo 9° de esta ley.".















DISPOSICIONES TRANSITORIAS







Artículo 1°.-	Las deudas existentes a la entrada en vigencia de la presente ley, con sus respectivos reajustes e intereses, por los aportes que deben efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, y que por efecto de la nueva normativa no les corresponda recibir recursos de dicho Fondo, serán descontadas por la Tesorería General de la República de los montos que les correspondan por recaudación del Impuesto Territorial.





Artículo 2°.-	Las modificaciones introducidas por el artículo 3° de la presente ley a la Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, que se señalan a continuación, sólo entrarán a regir en los plazos que para cada caso se indican:



	1)	La tasa del quince por mil anual introducida por el numeral 1) del artículo 3°, entrará a regir al año siguiente de publicación de la presente ley.



	2)	La modificación introducida por el numeral 2) del artículo 3°, entrará regir a contar del 1° de julio del año 2.000.







Artículo 3°.-	Facúltase al Presidente de la República, para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije los textos refundidos, coordinados, sistematizados y actualizados que llevarán igual número de ley que los actuales, de los preceptos del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente. Del mismo modo, pero mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Hacienda, se procederá respecto de las normas de la Ley Nº 17.235, Ley sobre Impuesto Territorial.".





Dios guarde a V.E.,











		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE

		Presidente de la República









	RAUL TRONCOSO CASTILLO

	Ministro del Interior









	EDUARDO ANINAT URETA

	Ministro de Hacienda



�













	�PAGE \* ARABIC�3�














